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Con fecha 24 de enero de 2020 tiene entrada, en el Portal de Transparencia de la 
Comunidad de Madrid, la solicitud de información de  cuyo tenor literal es el 
que se indica a continuación: 

 
Como continuación de la resolución del expte: 05-OPEN-00010.3/2020 y en atención a la 

orden 1285/1999, se solicita: 
65.1.- 
de las distintas lecturas es decir, para los segundos exámenes y terceros de las 
oposiciones a TSSP escala farmacia y veterinaria criterios para que los aspirantes llegaran 
a las notas de corte establecidas en la resolución. 
- cuestionario de preguntas con respuestas alternativas y sus respuestas elaborados pero 
no publicados en esas convocatorias. 
- actas de las diferentes sesiones realizadas.  

 
 
En virtud de cuanto antecede, en atención a las atribuciones conferidas a esta Dirección 

General por la normativa vigente, y en consideración a las disposiciones contenidas en la Ley 
10/2019, de 10 de abril, de Transparencia y Participación de la Comunidad de Madrid, esta 
Dirección General  

   
RESUELVE 

 
Conceder parcialmente el acceso a la información solicitada por en 

los términos que se indican a continuación: 
 
 
Primero.- Respecto a las anotaciones de cada uno de los miembros de los Tribunales 

Calificadores realizadas a lo largo de las distintas lecturas de los aspirantes en los segundos y 
terceros ejercicios celebrados con ocasión de los procesos selectivos para el ingreso en el Cuerpo 
de Técnicos Superiores de Salud Pública, Escalas de Farmacia y Veterinaria convocados y 
finalizados desde el año 2005 hasta la actualidad, a título ejemplificativo y tomando como 

EXP.: 05-OPEN-00014.7/2020 

 
                  
 
 
 

 
RESOLUCIÓN DE LA DIRECTORA GENERAL DE FUNCIÓN PÚBLICA, RELATIVA A LA 
SOLICITUD DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA FORMULADA POR 
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referencia la base séptima de la Orden 2645/2014, de 4 de diciembre, de la Consejería de 
Presidencia, Justicia y Portavocía del Gobierno, por la que se convocaron las pruebas selectivas 
para ingreso en el Cuerpo de Técnicos Superiores de Salud Pública, Escala de Veterinaria, de 
Administración Especial, Grupo A, Subgrupo A1, de la Comunidad de Madrid, bajo la rúbrica 

, establece, su apartado 7.1.2.2., referido al segundo ejercicio de la fase de 
oposición, expresamente lo siguiente: 
 

 
 
a) Primera parte. Los aspirantes, en un tiempo máximo de una hora, deberán 
desarrollar por escrito un tema a elegir por el opositor de entre tres extraídos al 
azar por el Tribunal en la misma sesión en la que haya de celebrarse el ejercicio, 
de entre los que componen el temario específico del programa. 
 

b) Segunda parte. Los aspirantes realizarán dos supuestos prácticos, que versarán 
sobre el temario específico del programa. 
 

Para la realización de esta parte, los aspirantes dispondrán de un tiempo máximo de 
noventa minutos. 
 
Los ejercicios de ambas partes serán leídos por los aspirantes en sesión pública ante 
el Tribunal, valorándose en los mismos la amplitud de conocimientos, el rigor analítico, 
así como la claridad de expresión escrita y el orden de ideas  

 
 Por su parte, la base octava de la referida Orden, bajo la rúbrica 

, establece, su apartado 8.1.2., referido al segundo ejercicio de la fase de oposición, 
expresamente lo siguiente: 
 

 
 
La primera parte se calificará de 0 a 10 puntos, siendo necesario para superarla 
obtener un mínimo de 5 puntos. 

 
La segunda parte se calificará de 0 a 10 puntos, siendo necesario para superarla 
obtener un mínimo de 5 puntos y no haber obtenido menos de 2,5 puntos en cada 
supuesto. 
 
La calificación final de este ejercicio vendrá determinada por la suma de las 
puntuaciones obtenidas en las dos partes que lo integran, siendo necesario haber 

 
 

Por tanto, las bases establecen con suficiente claridad y transparencia, cuales son los 
criterios de valoración aplicados por el Tribunal Calificador respecto de los exámenes del segundo 



  

 

Dirección General de Función Pública  
CONSEJERÍA DE HACIENDA  

Y FUNCIÓN PÚBLICA 

ejercicio de la fase de oposición: amplitud de conocimientos, rigor analítico, claridad de expresión 
y orden de ideas. Dichos criterios de valoración de los ejercicios son de conocimiento general por 
razón de la publicación de la Orden en el Boletín Oficial de la Comunidad de Madrid a los efectos 
de lo previsto en el artículo 18.1.a) de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre. 
 

Por otra parte, debe hacerse referencia a continuación a la regulación normativa contenida 
en la Orden 1285/1999, de 11 de mayo, de la Consejería de Hacienda, por la que se aprueban 
instrucciones relativas al funcionamiento y actuación de los Tribunales de Selección en el ámbito 
de la Administración de la Comunidad de Madrid, en lo referente a la calificación de los ejercicios 
integrantes de los procesos selectivos. En este sentido, la normativa aplicable a la lectura de los 
ejercicios escritos, como es el caso de los supuestos objeto de la presente Resolución, se 
encuentra contenida en los artículos 62 a 66 de la citada Orden, debiéndose destacar la 
regulación contenida en el artículo 65: 
 

- Para la calificación de los ejercicios, el Tribunal se valdrá de las anotaciones que 
cada uno de sus miembros haya efectuado a lo largo de las distintas lecturas, pudiendo 

 
 

- Las calificaciones se determinarán, previo intercambio de opiniones y valoraciones 
por parte de los integrantes del Tribunal, hallando las notas medias que correspondan a 
cada ejercicio en función de las calificaciones otorgadas por cada uno de los miembros de 
aquél, quedando excluidas las notas más alta y más baja, así como aquellas que fueran 
superiores o inferiores en más de tres puntos a la media de las demás después de excluir 
la mayor y la menor, siendo la nota final del aspirante la media aritmética de las notas 
válid  
 

Por su parte, el artículo 16.1 de la Orden 1285/1999, de 11 de mayo, dispone lo siguiente: 
 

especificarse en ella los asistentes, el orden del día de la reunión, las circunstancias del 
lugar y tiempo en que se ha celebrado, los puntos principales de las deliberaciones y el 
contenido de los acuerdos adoptados. 

 
Los integrantes del Tribunal podrán solicitar que se haga constar en el acta su voto 
contrario al acuerdo adoptado, su abstención y los motivos que la justifiquen o el sentido 
de su voto favorable. También podrán solicitar la transcripción íntegra de su intervención o 
propuesta, siempre que aporten en el acto o en el plazo de cuarenta y ocho horas el texto 
que se corresponda fielmente con su intervención, haciéndose así constar en el acta o 

 
 
Una vez expuesto lo anterior, la decisión colegiada del Tribunal Calificador referente a la 

calificación otorgada a los diferentes aspirantes durante las lecturas de los referidos ejercicios 
constan en las correspondientes Actas y en las notificaciones efectuadas por el propio Tribunal 
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por las que se hacen públicas las relaciones de aspirantes que han superado los sucesivos 
ejercicios, que en cumplimiento de lo previsto en la normativa de aplicación, vienen a plasmar los 
acuerdos y deliberaciones adoptados por sus miembros, dentro del ámbito del funcionamiento 
interno del Tribunal y en el ejercicio de las funciones que tiene encomendadas, con arreglo a las 
anotaciones que cada uno de sus miembros haya efectuado a lo largo de las distintas lecturas y al 
previo intercambio de opiniones y valoraciones efectuadas por los mismos. 
 

Debe indicarse que la Orden 1285/1999, de 11 de mayo, no impone normativamente a los 
miembros de los Tribunales de Selección, la obligación de incorporar sus anotaciones, opiniones o 
valoraciones a las Actas (salvo que así lo solicitasen, con arreglo a lo previsto en el citado artículo 
16), pero sí exige, por el contrario, que sus acuerdos y decisiones queden plasmados en las 
mismas, siendo por este motivo por el que se considera que las anotaciones, opiniones y 
valoraciones generadas entre sus miembros durante las sesiones de evaluación de los ejercicios, 
no figuran entre la documentación de los expedientes administrativos que, en su momento, fue 
remitida por el Tribunal Calificador a este Centro Directivo.  

 
Y, asimismo, se entiende que no formarían parte de aquel por aplicación de lo previsto en 

el artículo 70.4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas, cuyo tenor literal es el siguiente: 
administrativo la información que tenga carácter auxiliar o de apoyo, como la contenida en 
aplicaciones, ficheros y bases de datos informáticas, notas, borradores, opiniones, resúmenes, 
comunicaciones e informes internos o entre órganos o entidades administrativas, así como los 
juicios de valor emitidos por las Administraciones Públicas, salvo que se trate de informes, 
preceptivos y facultativos, solicitados antes de la resolución administrativa que ponga fin al 

 
 
Entendiendo que la actuación del Tribunal Calificador ha sido en todo momento ajustada a 

lo previsto en las bases de la convocatoria, en la Orden 1285/1999, de 11 de mayo y demás 
normativa de aplicación, las opiniones y valoraciones generadas entre sus miembros 
encaminadas, por aplicación de los criterios de valoración contenidos en la anteriormente citada 
base 7.1.2.2., a la asignación de las notas que corresponden a los aspirantes que realizaron el 
segundo ejercicio de la fase de oposición, pertenecen al ámbito de la discrecionalidad técnica de 
la que gozan los Tribunales de Selección y, en consecuencia, de conformidad con el contenido del 
artículo 13 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, no se encuentran incluidos dentro del concepto 
de información pública. Y en este sentido, se pronunciado el Consejo de Transparencia y Buen 
Gobierno en su Resolución 50/2015, de 13 de mayo. 

 
Por todo cuanto antecede, se deniega el acceso a la información, de conformidad con lo 

previsto en el artículo 13 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, ya que dentro del concepto de 
información pública no puede entenderse incluida la aplicación de los criterios recogidos en las 
bases de la convocatoria de un proceso selectivo y que suponen, en gran medida, el ejercicio de 
la discrecionalidad técnica de los tribunales de selección, así como por el hecho de que las 
anotaciones, opiniones y valoraciones generadas entre sus miembros durante las sesiones de 
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evaluación de los ejercicios no constan en el expediente remitido por el Tribunal Calificador a este 
Centro Directivo, entendiéndose, asimismo, que dichas actuaciones no formarían parte de aquel, 
con arreglo a las previsiones normativas indicadas en este apartado. 

 
 
Segundo.- Respecto a los cuestionarios de preguntas con respuestas alternativas y sus 

respuestas elaborados pero no publicados en las citadas convocatorias: 
 

a) Se concede el acceso a la información respecto de los ejercicios que se indican a 
continuación, dándose traslado de la documentación a través de los archivos 
adjuntos a esta Resolución, con la indicación de que no existe plantilla de 
respuestas a tales cuestionarios al no haber sido objeto de examen en los 
correspondientes procesos selectivos: 

 
 Cuestionarios FAR 2005. 
 Cuestionarios VET 2014. 
 Cuestionarios FAR 2014. 

 
b) Se deniega el acceso a la información respecto de los cuestionarios solicitados del 
proceso selectivo de VETERINARIA correspondiente al año 2005, de conformidad 
con lo previsto en el artículo 34.1 de la Ley 10/2019, de 10 de abril, de 
Transparencia y Participación de la Comunidad de Madrid en relación con el 
artículo 13 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 
información pública y buen gobierno, ya que, habiendo sido solicitada dicha 
documentación al Archivo Regional de la Comunidad de Madrid, se da traslado a 
este Centro Directivo del cuestionario que fue objeto de examen, pero no de los 
cuestionarios elaborados y que no fueron objeto de examen, con la indicación, por 
parte del Archivo Regional, de que la documentación enviada es la única que les 
consta. 

 
 
Tercero.- Respecto a la solicitud de acceso a las Actas de las diferentes sesiones 

realizadas, debe indicarse que, en el marco de los procedimientos de acceso al empleo público y, 
concretamente, en las Actas que forman parte de los procesos selectivos, constan innumerables 
datos que caen dentro de la definición de datos de carácter personal consagrada en el artículo 4, 
apartado primero del REGLAMENTO (UE) 2016/679 DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL 
CONSEJO, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que 
respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se 
deroga la Directiva 95/46/CE, cuyo tenor literal es el siguiente: 
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1) «datos personales»: toda información sobre una persona física identificada o 
identificable («el interesado»); se considerará persona física identificable toda 
persona cuya identidad pueda determinarse, directa o indirectamente, en particular 
mediante un identificador, como por ejemplo un nombre, un número de 
identificación, datos de localización, un identificador en línea o uno o varios 
elementos propios de la identidad física, fisiológica, genética, psíquica, económica, 

 
 

 En este sentido, cabe indicar que en las Actas de los procesos selectivos consta, con 
carácter general, la siguiente información correspondiente a personas físicas: 
 

 El nombre, apellidos y número completo del documento nacional de identidad de los 
aspirantes, con la circunstancia de que alguno de los mismos pudiera ser víctima de 
violencia de género. 
 

 Firmas manuscritas de los miembros de los Tribunales de Calificación. 
 
 Información correspondiente a las actuaciones y/o decisiones adoptadas por los 
miembros de los Tribunales de Calificación, en relación con las solicitudes de 
adaptación de tiempos y medios para la realización de los ejercicios planteadas por los 
aspirantes con discapacidad. 

 
 Información correspondiente a las actuaciones y/o decisiones adoptadas por los 
miembros de los Tribunales de Calificación, en relación con las situaciones y 
circunstancias planteadas por las aspirantes embarazadas. 

 
 Información correspondiente al ejercicio de acciones, reclamaciones y/o recursos 
planteados por los aspirantes, así como sobre situaciones comunicadas por aquellos al 
Tribunal Calificador, durante el desarrollo del proceso selectivo, por motivos de salud, 
de incapacidad temporal o sobre cualquier otra circunstancia concreta que afecte a una 
persona individual e identificable. 

 
Una vez sentado lo anterior, debe indicarse que el artículo 34.1 de la Ley 10/2019, de 10 

de abril, de Transparencia y Participación de la Comunidad de Madrid, respecto a los límites al 
derecho de acceso a la información pública, establece lo siguiente: 

 
1. El derecho de acceso a la información pública sólo podrá ser limitado o denegado en 

los supuestos previstos en la normativa de la Unión Europea y en la legislación básica del 
Estado.  

 
 Por otro lado, el artículo 35, apartados 1 y 3, de la Ley 10/2019, de 10 de abril, aplicables 
al presente caso, establecen: 
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1. Las solicitudes de acceso a información que contenga datos personales de categoría 
especial se regirán por lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 27 de abril, general de protección de datos, en la Ley Orgánica 
3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos 
digitales, y en la legislación básica reguladora del derecho de acceso a la información 
pública. 
 
3. Cuando la información solicitada no contuviera datos especialmente protegidos, el 
órgano al que se dirija la solicitud concederá el acceso previa ponderación suficientemente 
razonada del interés público en la divulgación de la información y los derechos de los 
afectados cuyos datos aparezcan en la información solicitada, en particular su derecho 
fundamental a la protección de datos de carácter personal. 
 
Para la realización de la citada ponderación, el órgano tomará particularmente en 
consideración los criterios establecidos en el artículo 15.3 de la Ley 19/2013, de 9 de 
diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, así como los 
criterios de aplicación que puedan adoptarse conforme a lo previsto en la disposición 
adicional quinta de la misma Ley. Tendrá también en cuenta los criterios que adopte la 
Agencia Española de Protección de Datos y el Consejo de Transparencia y Participación 
de la Comunidad de Madrid, en cuanto a la protección de datos personales. 
 
En el caso concreto de los números de documento nacional de identidad de los aspirantes, 

así como en el supuesto de las firmas manuscritas de los miembros de los Tribunales de 
Calificación que constan en la documentación solicitada, cabe destacar que son datos de carácter 
personal, con arreglo a lo previsto en la definición contenida en el artículo 4, apartado primero del 
REGLAMENTO (UE) 2016/679 DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO, de 27 de abril 
de 2016.  

 
Asimismo, la propia Audiencia Nacional, en el fundamento jurídico segundo de su 

Sentencia de 27 de octubre de 2004 (SAN 6687/2004), afirmó, claramente, que 
DNI es un d . 

 
Por otra parte, el Real Decreto 1720/2007, de 21 de diciembre, por el que se aprueba el 

Reglamento de desarrollo de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de protección de datos 
de carácter personal, actualmente en vigor en todo aquello que no se oponga al citado 
REGLAMENTO (UE) 2016/679, establece en su artículo 5.1 apartado f), la siguiente definición de 
datos de carácter personal: 

 
) Datos de carácter personal: Cualquier información numérica, alfabética, gráfica, 
fotográfica, acústica o de cualquier otro tipo concerniente a personas físicas identificadas o 
identificables.  
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En consecuencia, tanto el documento nacional de identidad de los aspirantes de un 
proceso selectivo como las firmas manuscritas de los miembros de los Tribunales Calificadores 
son datos de carácter personal, habida cuenta, en este último supuesto, de que se trata de una 
información o dato-información gráfica en los términos del Real Decreto 1720/2007, que permite 
identificar a la persona firmante. 

 
De conformidad con lo previsto en el artículo 35 de la Ley 10/2019, de 10 de abril, 

anteriormente citado, procede a continuación considerar las reglas del artículo 15 de la Ley 
19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, a 
los efectos de analizar la ponderación entre el derecho a la protección de datos personales y el 
derecho de acceso a la documentación solicitada. 

 
El artículo 15.3 de la citada Ley establece lo siguiente: 
 
3. Cuando la información solicitada no contuviera datos especialmente protegidos, el 
órgano al que se dirija la solicitud concederá el acceso previa ponderación suficientemente 
razonada del interés público en la divulgación de la información y los derechos de los 
afectados cuyos datos aparezcan en la información solicitada, en particular su derecho 
fundamental a la protección de datos de carácter personal. 
 
Para la realización de la citada ponderación, dicho órgano tomará particularmente en 
consideración los siguientes criterios: 
 
a) El menor perjuicio a los afectados derivado del transcurso de los plazos establecidos 

en el artículo 57 de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español. 
 

b) La justificación por los solicitantes de su petición en el ejercicio de un derecho o el 
hecho de que tengan la condición de investigadores y motiven el acceso en fines 
históricos, científicos o estadísticos. 

 
c) El menor perjuicio de los derechos de los afectados en caso de que los documentos 
únicamente contuviesen datos de carácter meramente identificativo de aquéllos. 

 
d) La mayor garantía de los derechos de los afectados en caso de que los datos 

contenidos en el documento puedan afectar a su intimidad o a su seguridad, o se 
refieran a menores de edad.  

 
A este respecto, tal y como ha señalado la Agencia Española de Protección de Datos y el 

Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, en su criterio interpretativo de 23 de julio de 2015: 
 

luso generar 
riesgos de suplantación de (su) identidad, especialmente en el ámbito de las transacciones 
electrónicas. 
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No obstante, no es posible ignorar que la publicación de la firma manuscrita del interesado 
podría generar una situación de riesgo en que la misma pudiera resultar reproducida por 

 
 
En relación con lo anterior, atendiendo a la garantía de los derechos de los afectados en 

caso de que los datos contenidos en los documentos puedan afectar a su intimidad o a su 
seguridad, debe primar el derecho de protección de datos de los aspirantes y de los miembros de 
los Tribunales de Calificación frente al acceso a la información solicitada, ya que la difusión de los 
datos indicados supondría una vulneración del reiterado derecho a la protección de datos 
personales. 

 
Por otra parte, por lo que se refiere a la información que consta en Acta relativa a las 

aspirantes embarazadas, a los aspirantes con discapacidad que han solicitado adaptación de 
tiempo o medios para la realización de alguno de los ejercicios del proceso selectivo, así como 
aquellas otras circunstancias relativas a la salud de los aspirantes y que son objeto de 
comunicación al Tribunal Calificador durante el desarrollo de los procesos selectivos, debe 
indicarse que se trata de información que contiene datos relativos a la salud y, por tanto, se está 
ante datos que tienen la consideración de especialmente protegidos, con arreglo a lo previsto en 
el artículo 9 del REGLAMENTO (UE) 2016/679 DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL 
CONSEJO, de 27 de abril de 2016, cuyo tenor literal es el siguiente: 

 
Tratamiento de categorías especiales de datos personales.-   

 
1. Quedan prohibidos el tratamiento de datos personales que revelen el origen étnico o 

racial, las opiniones políticas, las convicciones religiosas o filosóficas, o la afiliación 
sindical, y el tratamiento de datos genéticos, datos biométricos dirigidos a identificar de 
manera unívoca a una persona física, datos relativos a la salud o datos relativos a la 
vida sexual o las orientación sexuales de una persona física. 

 
De la misma forma que en el supuesto de los documentos nacionales de identidad y de las 

firmas manuscritas que se indicó anteriormente, el artículo 15.1 de la Ley 19/2013, de 9 de 
diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, por remisión del 
artículo 35.1 de la Ley 10/2019, de 10 de abril, de Transparencia y Participación de la Comunidad 
de Madrid, establece lo siguiente: 

 
1. Si la información solicitada contuviera datos especialmente protegidos a los que se 

refiere el apartado 2 del artículo 7 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de 
Protección de Datos de Carácter Personal, el acceso únicamente se podrá autorizar en 
caso de que se contase con el consentimiento expreso y por escrito del afectado, a 
menos que dicho afectado hubiese hecho manifiestamente públicos los datos con 
anterioridad a que se solicitase el acceso. 
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Si la información incluyese datos especialmente protegidos a los que se refiere el 
apartado 3 del artículo 7 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, o datos 
relativos a la comisión de infracciones penales o administrativas que no conllevasen la 
amonestación pública al infractor, el acceso sólo se podrá autorizar en caso de que se 
cuente con el consentimiento expreso del afectado o si aquél estuviera amparado por 

 
 
Por tanto, al contener la documentación solicitada información relativa a cuestiones 

relacionadas con el ámbito de la salud de determinados aspirantes, no cabe posibilidad de dar 
traslado de dicha documentación al no constar el consentimiento expreso de los afectados, a tales 
efectos.  

 
Por cuanto antecede, procede denegar el derecho de acceso a las Actas de las diferentes 

sesiones realizadas, en los términos y con arreglo a los fundamentos previstos en este apartado, 
todo ello de conformidad con lo previsto en los artículos 34.1 y 35, apartados 1 y 3, de la Ley 
10/2019, de 10 de abril, de Transparencia y Participación de la Comunidad de Madrid, en relación 
con el artículo 15.1 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 
información pública y buen gobierno. 

 
 
 
Contra la presente Resolución podrá interponerse, con carácter potestativo y previo a su 

impugnación en vía judicial, reclamación, en el plazo de un mes, ante el Consejo de 
Transparencia y Buen Gobierno o, directamente, recurso contencioso-administrativo, en el plazo 
de dos meses, ante el órgano competente de la jurisdicción contencioso-administrativa, ambos 
plazos contados a partir del día siguiente a su notificación, y todo ello de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 24 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 
información pública y buen gobierno y en el artículo 9.1.c) de la Ley 29/1998, de 13 de julio, 
Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, respectivamente.  
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